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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL
SALA CIVIL-FAMILIA DE DECISIÓN

		Ibagué, veinticinco de marzo de dos mil catorce.

		Discutido y aprobado en Sala del veinte de marzo de 2014, según acta No. 019 
	
Magistrada Sustanciadora: María Clara Rovira Díaz

Ref.: Ejecutivo de Salomón Nova Salinas en contra Sandra Milena Nova Florez.
Se decide el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada en contra de la sentencia que dictara el 22 de febrero de 2013  el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de esta ciudad dentro del proceso de la referencia. 
	
ANTECEDENTES

			Acompañando a la demanda introductoria los documentos visibles de folios 3 a 6 del cuaderno No. 1, se impulsó la actuación arriba indicada, tras lo cual el juzgado de conocimiento libró mandamiento ejecutivo en la forma solicitada en la demanda. 
               
			Enterada la demandada de manera personal del proveído comentado, por conducto de gestor judicial debidamente constituido y  dentro de la oportunidad legalmente concedida, presentó excepciones de mérito respecto de las cuales se pronunció el ejecutante. 

	               El auto del 12 de julio de 2012 dispuso la apertura a pruebas y, precluida la etapa del recaudo respectivo, se otorgó a las partes el traslado común para alegar de conclusión en decisión del 5 de febrero de 2013, culminando la instancia con la sentencia materia de la alzada, en la cual no fueron acogidas las defensas meritorias propuestas por el extremo pasivo rotuladas como Cobro de lo no debido y Compensación, para, seguidamente, declarar de oficio probada parcialmente la excepción de pago parcial en la suma de $71.000.000,oo hasta el momento de la consignación de tal cantidad de dinero, ordenar se practicara la liquidación del crédito teniendo la suma antes anotada como abono en la fecha de su consignación, liquidar los intereses a la tasa del 6% anual y no a la señalada en el auto ejecutivo. Finalmente, condenó en costas a la parte ejecutada y en favor de la ejecutante, como lo determinó el proveído del 11 de marzo de 2013 que corrigió la determinación del fallo que con tal aspecto tocó.
LA DEMANDA 
			
			Son pretensiones de la demanda: 1°) Librar mandamiento de pago en favor del ejecutante y en contra de la demandada por la suma de $71.000.000,oo  representados en el acta de conciliación del 10 de noviembre de 2005, que debió ser cancelada al ser aprobada la partición en el proceso sucesorio de Noel Nova Salinas que se adelantó en el Juzgado Cuarto de Familia de Ibagué y aprobada el 18 de noviembre de 2011. 2º) Los intereses moratorios exigibles desde la fecha últimamente anotada hasta cuando el pago total se verifique según los designios del artículo 884 del Código de Comercio, y  3º) Condenar en costas a la  pasiva. 
		 En resumen, se esbozan como hechos fundamento de esas peticiones, los siguientes: 1) En audiencia de conciliación llevada a cabo el 10 de noviembre de 2005 ante la Cámara de Comercio de esta ciudad, la ejecutada acordó cancelar al demandante la suma de $71.000.000,oo una vez se aprobará la partición en el proceso de sucesión de su progenitor Noel Nova Salinas tramitada en el Juzgado Cuarto de Familia de la localidad. 2) El plazo, afirma, se encuentra vencido y la demandada no ha cancelado ni el capital ni los intereses a pesar de los múltiples requerimientos. 

LAS EXCEPCIONES

			La ejecutada propuso las excepciones de mérito denominadas:1) “COBRO DE LO NO DEBIDO”, en tanto, dice, el valor adeudado por capital de parte de la ejecutada al demandante en el momento de presentarse la demanda eran $50.538.248,oo y no  $71.000.000,oo porque en esa oportunidad el último ya se reputaba tenedor del C.D.T. 19044 cuya cuantía ascendía a $19.934.826,oo y que fuera asignado a Sandra Milena Nova como legitimaria en la causa mortuoria de su padre Noel Nova Salinas, adelantada en el Juzgado Cuarto de Familia de Ibagué. A tales planteamientos suplica agregar los expuestos como sustento del recurso de apelación interpuesto en contra del mandamiento de pago, recurso que a la postre no fuera de recibo, circunscritos a la ausencia de exigibilidad de la obligación perseguida por no haber sido requerida aquella para constituirse en mora. 2) “COMPENSACION”. En el caso de llegar a ser oponible a la demandada el capital cobrado, afirma, de tal cantidad deberán restarse  $19.934.826,oo más $526.926,oo como intereses del período sobre ese valor liquidados a la tasa del 5.7% efectivo anual, esto es, un total de $20.461.752,oo, por tanto la suma a cobrar se reduce a $50.538.248,oo. Es que, asevera, al actor le fue endosado de parte de Ana Feliz Nova, beneficiaria del 50% del título valor, la totalidad de su importe el 6 de febrero de 2012, esto es, 3 meses después de habérsele adjudicado a la demandada en el proceso de sucesión.

LA SENTENCIA DE PRIMER GRADO

			Luego de recapitular los antecedentes del litigio, el sentenciador encontró satisfechos los presupuestos procesales, disponiéndose a continuación a estudiar los mecanismos defensivos propuestos, que despachó desfavorablemente bajo la consideración de no encontrar en las diligencias pruebas que respalden los hechos en los cuales los fundamenta la excepcionante. No obstante, resaltando que “…como en el curso del proceso la ejecutada realizó una consignación de $71.000.000 M/cte., se habrá de tener dicho pago como abono al crédito aquí cobrado toda vez que dicha suma de dinero no cubre los intereses causados de la anterior suma desde que se hizo exigible, hasta el momento en que se consignó…”,  “…con fundamento en lo previsto en el artículo 306 del C. de P.C..,”, declaró probada oficiosamente la excepción que denominó “pago parcial”.

               Para rematar, advirtió que el asunto sobre el cual versa la ejecución carece de connotación mercantil y en tal virtud ordenó modificar la tasa de interés cobrado, señalándola en un 6% anual. 

LA APELACIÓN

			En vía de alzada la parte demandada implora la revocatoria del  proveído comentado en cuanto desestimó la excepción de mérito titulada “COBRO DE LO NO DEBIDO”, al considerar la juzgadora de instancia que no existía prueba documental alguna que permitiese establecer que el demandante recibió la suma de dinero de que habla dicha defensa, pues, en primer término, anota, el citado en el interrogatorio de parte que absolviera confesó haber recibido, a título de endoso, de parte de Ana Felix Nova el 6 de febrero de 2012 el C.D.T. No. 19044 por valor de $19.934.826,oo que, a su vez, refirió haber negociado con el fin de obtener liquidez para inscribir el trabajo de partición en el cual le fueron adjudicados varios inmuebles a la hoy demandada, añadiendo que también se solicitó al Juzgado Cuarto de Familia la remisión de varias piezas procesales integrantes del  proceso sucesorio del padre de la demandada, enviando tal oficina judicial foliatura que no corresponde a la pedida.
CONSIDERACIONES

			Satisfechos están los presupuestos procesales, en la medida que la demanda iniciadora del litigio es apta formalmente, los intervinientes tienen capacidad procesal y para ser parte y el juzgado que de él conoce cuenta con competencia para ello. Funcionalmente el Tribunal lo es, a su turno, para definir la alzada. Todo ello, aunado a la inoperancia de irregularidades con alcances invalidatorios permite proferir decisión de mérito en esta instancia.

I.	Revisión oficiosa de la ejecución.

			Ha sido y es criterio de esta Sala el deber oficioso del juez, al momento de proferir sentencia en el proceso ejecutivo y sin perjuicio del estudio que se haga respecto de los mecanismos de defensa, de  revisar el acierto de los términos interlocutorios del mandamiento de pago librado en el respectivo proceso, razonamiento respaldado por la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia en sentencia calendada 9 de agosto de 1995.

			En este orden de ideas, ha de partirse, ab initio, que de acuerdo con el artículo 488 del Código de Procedimiento Civil: “Pueden demandarse ejecutivamente las obligaciones expresas, claras y exigibles que consten en documentos que provengan del deudor o de su causante y constituyan plena prueba contra él, o las que emanen de una sentencia de condena proferida por juez o tribunal de cualquier jurisdicción, o de otra providencia judicial que tenga fuerza ejecutiva conforme a la ley, o de las providencias que en procesos contencioso - administrativos o de policía aprueben liquidación de costas o señalen honorarios de auxiliares de la justicia.” (Resaltado ajeno al texto)

Se concluye entonces que pueden demandarse por la vía ejecutiva, entre otras, las obligaciones claras, expresas y exigibles que consten en documentos que provengan del deudor o de su causante y que constituyan plena prueba en su contra consignadas en la forma prevenida en la norma y, de igual manera, las que surjan de la confesión lograda en el interrogatorio solicitado como prueba anticipada (Art. 488 ibídem).

Formalmente no hay reparo que hacer al acta de conciliación aportada por el demandante para sustentar su reclamo, en la medida que el documento en cuestión, visible a folios 3 y 4 del cuaderno No. 1 cumple las exigencias previstas en los artículos 1º y 14 de la Ley 640 de 200.

No obstante lo anotado, no puede pasar inadvertido para la Sala el incumplimiento de las exigencias legales que atañen con el fondo de la obligación cuyo cobro coercitivo pretende el demandante y puntualmente consagradas en la norma cuyo tenor se invocara en precedencia. 

                  Y es que, atendiendo tal imperativo,  al rompe se advierte la improcedencia de la ejecución intentada, conclusión que encuentra asidero en el hecho incuestionable de haberse sometido la exigibilidad de la obligación dineraria reclamada en la demanda a una condición suspensiva, cuyo acaecimiento obligado estaba a demostrar de entrada el ejecutante para abrir cauce a un proceso compulsivo de esta naturaleza.

		Sobre el particular, es de observar que el cumplimiento de la prestación dineraria cuya satisfacción busca el extremo actor, esto es, el pago de la suma de $71.0000.000,oo, lo sujetaron los intervinientes en la audiencia de marras a la aprobación del trabajo partitivo en la causa mortuoria de Noel Nova Salinas que cursara en el Juzgado Cuarto de Familia de esta ciudad, como expresamente lo reza el texto del acta comentada cuando indica: “Se le concede el uso de la palabra a la convocada señora SANDRA MILENA NOVA FLOREZ quien manifiesta, que esta(sic) dispuesta ha (sic) entregar el único inmueble que ocupa en la ciudad de Villavicencio, de la carrera 19 C No.19-44 primer piso Urb.CANTA RANA I de Villavicencio el día 17 de noviembre de 2.005, siempre y cuando el convocante le entregue la suma de UN MILLON DE PESOS ($1.000.000.oo) que se requieren para el traslado de los elementos que tiene en el inmueble mencionado; Autorizando al convocante que desocupe el inmueble y guarde los elementos que están en dicho inmueble, si no se retiran para el día 17 de noviembre de 2.005; Igualmente se compromete a cancelar por los dineros recibidos y por todo concepto, incluyendo la suma de UN MILLON DE PESOS, mencionada anteriormente; la suma total y única de SETENTA Y UN MILLONES DE PESOS ($71.000.000.00), suma que cancelaré cuando se aprueba la partición del proceso de sucesión de su padre señor NOEL NOVA SALINAS que se adelanta en el Juzgado cuarto de Familia de Ibagué, o antes si tiene disponibilidad económica, para de ésta forma dejar sin efectos o valor alguno el contrato de promesa de permuta de fecha 26 de abril de 2.004, celebrado entre convocante y convocada.” 

                    Lo así estipulado en aquella ocasión por quienes hoy se enfrentan en esta contienda pone de presente la existencia de una condición suspensiva que, atendidas las reglas consignadas en los artículos 1530 y 1536 del Código Civil, implica el que las partes acordaron someter el surgimiento de la obligación aquí perseguida a un hecho futuro e incierto que, en tanto no aconteciere, suspende la adquisición del correlativo derecho.

Ese hecho futuro e incierto, consistente en la aprobación del trabajo de partición en la mortuoria del que se dice progenitor de la demandada, del cual pendía la exigibilidad de la obligación pecuniaria cuyo recaudo se busca, imponía al demandante acreditarlo fehacientemente al momento de presentar la demanda, al ser requerimiento imperativo establecido en el artículo 490 del Código de Procedimiento Civil, cuyo texto reza:

“ART. 490.-Si la obligación estuviere sometida a condición suspensiva, a la demanda deberá acompañarse el documento público o privado auténtico, la confesión judicial del deudor rendida en el interrogatorio previsto en el artículo 294, la inspección judicial anticipada o la sentencia que prueba el cumplimiento de dicha condición.”

Y a ello cabría también añadir que, como en este evento la condición suspensiva a la cual se hace alusión debía constar en una providencia judicial, obviamente la documental que la contuviera necesariamente tenía que probar su cabal ejecutoria, en tanto así podría concluirse el cabal acaecimiento de la condición y el consecuente nacimiento de la obligación a cargo de la demandada de pagar la suma de dinero que se le reclama.  (Artículo 331 Ibidem).

A pesar de ello, el ejecutante no acató la previsión normativa, limitándose a acompañar con la demanda, fuera del acta de conciliación a que ya se hizo atrás referencia, copia informal del proveído aprobatorio del trabajo de partición comentado, cuando el requisito legal expresamente mandaba adjuntarla revestida de autenticidad como lo señala el artículo 490 ya invocado, sin que, adicionalmente, valga agregar, de ninguna manera haya demostrado tampoco encontrarse tal decisión ejecutoriada. 

Como sin lugar a dudas constituye el título ejecutivo el indispensable para despachar ejecución y siendo la demanda la concreta y única oportunidad legal para allegarlo, en tanto es el mismo legislador el que así lo señala en el artículo 497 de la reglamentación en cita,                  la carencia de los requisitos cuyo cumplimiento se echara de menos previamente, impide afirmar encontrarse ante una obligación con la calidad de exigible, situación que lleva a predicar la carencia del mismo en esta controversia. 

Lo dicho determina de suyo la improcedencia del mandamiento de pago proferido en este asunto, circunstancia que comprobada como lo ha sido, sin necesidad de otras consideraciones, conduce a la revocatoria de la sentencia de primer grado, para, en su lugar, negar la prosecución de la ejecución por las razones aquí expuestas, con la consecuente condena en costas de ambas instancias al demandante de conformidad con el mandato consagrado en el numeral 4º del artículo 392 del C. de P. C.

DECISIÓN

			En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia de Decisión del Tribunal Superior de Ibagué, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

RESUELVE:
	
1º)	REVOCAR íntegramente la sentencia dictada el 22 de febrero de 2013 por el Juzgado Sexto Civil del Circuito de Ibagué.

2°)	NEGAR, por falta de título ejecutivo, la prosecución de la ejecución promovida. 

3º)      DECRETAR el desembargo de los bienes trabados en la litis, ofíciese a quien corresponda. De encontrarse embargado sus remanentes procédase por el juzgado de conocimiento, en los términos del artículo 543 del C. de P. Civil y de la misma manera de perfeccionarse alguna cautela sobre los mismos dentro de la ejecutoria de esta decisión.  

4°)	CONDENAR al ejecutante a pagar a la demandada los perjuicios que les hubiere podido causar con las medidas cautelares y el adelantamiento del proceso. Liquídense por la vía incidental de que trata el inciso final del artículo 307 del C. de P.C.

                   5°)	CONDENAR al ejecutante a pagar a la ejecutada las costas del proceso en ambas instancias. Liquídense las de primera instancia por la a quo. En esta instancia se señalan como agencias en derecho, la suma de $700.000,00. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

MARÍA CLARA ROVIRA DÍAZ
Magistrada


GERMÁN TORRES
Magistrado



RICARDO ENRIQUE BASTIDAS ORTIZ 
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